Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe. Dos últimas semanas (FEBRERO 13-19 Y 20-26- 2012)      
· Frente Amplio denuncia intento de desmantelar y desvirtuar seguro solidario de automóviles en proyecto de Ley de Tránsito. Nuestra fracción denunció que en el proyecto de nueva Ley de Tránsito introdujeron varias mociones para desmantelar por completo y eliminar el carácter solidario del seguro obligatorio de automóviles (SOA) para convertirlo en un negocio lucrativo para empresas privadas. En un claro incumplimiento de las promesas del Sí al TLC que pregonaban que no se afectaría la naturaleza de los seguros sociales, el Gobierno, con la vergonzosa complicidad de la Superintendencia de Seguros (SUGESE) intentó aprovechar la urgencia por aprobar esta nueva ley, para introducir –cual Caballo de Troya- cambios que convertirían el SOA en un seguro comercial más.
· Estos cambios consisten en eliminar la norma que hoy establece que el seguro no puede producir utilidades (es solidario, su fin es proteger a toda persona que sufre accidentes) y que todo excedente que se produzca debe capitalizarse en una reserva o destinarse a bajar las tarifas. En su lugar el proyecto permite que las trasnacionales de los seguros lucren con el SOA, obteniendo ganancias mientras la CCSS sufre pérdidas por la atención de las personas accidentadas cuando se agota la cobertura del seguro. Además, se aprobaron varias mociones de la SUGESE que modificaron las condiciones del seguro para hacerlo “atractivo” para las empresas privadas. Lo más grave es que buscaban autorizar expresamente la selección de riesgos: abrir el portillo para que las aseguradoras puedan escoger los vehículos que aseguran y los que no, seleccionando la parte rentable del negocio, y rechazando los que tienen muchos accidentes. Para ello pretendían obligar al INS a entregarles toda su información. Estas mociones se aprobaron con el voto unánime de toda la comisión que estudia la Ley de Tránsito. 

· El proyecto también dañaba seriamente a la CCSS. Pretendían favorecer a las clínicas privadas permitiendo que estas se beneficien con la cobertura del seguro obligatorio, pero obligando a la CCSS a atender a los accidentados no asegurados cuando se agote la cobertura del seguro y los privados los “desechen”. No se establecía garantía alguna de que la CCSS recuperaría los gastos en que incurre por la atención en casos de emergencias y otros servicios.

· El Frente Amplio denunció públicamente esta situación, incluyendo la vergonzosa actuación de SUGESE, que deberían ser un órgano técnico e imparcial pero se dedica a hacer lobby para las trasnacionales. Con el apoyo del PASE y algunos diputados del PAC y el PUSC presentamos mociones para revertir los cambios aprobados. Funcionarios del INS también participaron explicando el impacto nocivo de los cambios.

· Al final logramos que se echaran para atrás la mayor parte de los cambios impulsados por SUGESE. La comisión aprobó varias mociones que presentamos conjuntamente con el PASE para resguardar el carácter solidario del SOA. Se eliminaron los portillos para fomentar la selección de riesgos, quedando claro que las aseguradoras tienen que asegurar todo vehículo y hacerse cargo solidariamente de los casos no asegurados. 
· Además se aprobaron varias propuestas del Frente Amplio para proteger a la CCSS. Lo más importante es una moción que establece que esta institución tendrá prioridad en el cobro de servicios de salud con la cobertura del SOA. Solo si queda remanente podrán cobrar las clínicas privadas. Además a estas últimas se les impuso la obligación de dar el tratamiento completo a los accidentados que atiendan, aunque se acabe la cobertura del seguro. Esto busca desestimular que agoten la cobertura y cuando la persona pueda pagar se la trasladen a la CCSS con pérdidas para la seguridad social.
· A pesar de estos cambios importantes, la pelea por defender los seguros solidarios no ha terminado. El proyecto todavía mantiene la posibilidad de las empresas aseguradoras obtengan utilidades con el SOA. Después de nuestra denuncia modificaron el texto pasar de utilidades ilimitadas a un tope de 6% de utilidades. Además se acogió la propuesta del Frente Amplio para que en caso de que se generen excedentes por encima de este tope, los recursos sean destinados a la CCSS, a título contribución obligatoria, para fortalecer los servicios de salud de esta institución. Aún así nuestra fracción seguirá reiterando mociones para que este seguro continúe prestándose al costo, sin fines de lucro, porque admitir su explotación lucrativa -con utilidades para las empresas aseguradoras- es el primer paso para la destrucción de su naturaleza social y solidaria. Debe mantenerse el principio de que cualquier excedente que se produzca debe reinvertirse en beneficio de las personas aseguradas o en mejoras a la prestación los servicios.
· Gran manifestación del 15 de febrero. Frente Amplio marchó junto al pueblo. De nuevo el Frente Amplio fue la única fracción legislativa que el pasado 15 de febrero se hizo presente en la marcha convocada por el movimiento sindical contra el rebajo salarial decretado por el Gobierno y en oposición al paquete fiscal que pretende cargar sobre los hombros de la clase trabajadora la crisis provocada por banqueros y políticos corruptos. Marchamos junto a nuestro pueblo denunciando también el irrespeto a los procesos de negociación salarial y las nuevas amenazas que se ciernen sobre los derechos laborales ante el intento del Gobierno de revivir la Ley del Empleo Público para imponer el “salario único” y nivelar “hacia abajo” las condiciones de trabajo en el sector público y el sector privado. 

· Durante la manifestación pudimos constatar en vivo las maniobras del Gobierno para dividir y distorsionar el carácter pacífico del movimiento. En una acción de provocación injustificada la policía de tránsito bloqueó con vehículos y un cordón policial el paso de las y los manifestantes a la llegada a Casa Presidencial, impidiendo el avance de los equipos de sonido del movimiento sindical. El objetivo era claro: dividir la manifestación, impedir la comunicación de las bases con sus líderes y provocar actos de violencia para decir después que el movimiento no fue pacífico. No lograron su objetivo. Junto al compañero Merino, denunciamos este atropello. La gente se mantuvo firme, pero no se dejó provocar. Al final la policía tuvo que retirarse.
· Decretazo de los 5 mil colones es más bien un rebajo salarial. En el Plenario Legislativo, además de respaldar la  marcha de las y los trabajadores y llamar al Gobierno al reestablecer el diálogo salarial, denunciamos que el decretazo de los 5 mil colones no es realmente un aumento de salario, sino más bien un rebajo salarial, porque en ningún caso (ni siquiera en los escenarios más optimistas) permite compensar el aumento del costo de la vida previsto por el Banco Central para el primer semestre de 2012. En este sentido, desmentimos con datos en mano las afirmaciones de la Ministra de Trabajo en cuanto a que el decretazo “favorecería” a los trabajadores de menores ingresos. Mentira. Aún quienes ganan el salario más bajo en la Administración Pública estarían recibiendo con los 5 mil colones un “aumento” inferior a la inflación del semestre. Esto significa que los salarios de los más pobres también están perdiendo poder adquisitivo. El pretendido aumento es en verdad una vergonzosa reducción de salarios. 
· Frente Amplio respalda acciones para frenar aumento automático del salario de los diputados y practica lo que predica. Nuestra Fracción legislativa anunció su pleno respaldo a un proyecto de ley y a una acción de inconstitucionalidad anunciadas por otros legisladores para frenar el aumento salarial automático de los diputados. En medio del malestar por el rebajo salarial decretado por el Gobierno a las y los trabajadores del sector público, la prensa sacó la luz la desigualdad que existe en relación con el aumento automático de 5% semestral que reciben los diputados. Creemos que, si bien es cierto, este mecanismo de aumento automático no fue aprobado por la actual Asamblea y está vigente desde los años 90, es indignante e injustificable que los puestos más altos del Gobierno reciban estos aumentos mientras se les exige al resto de trabajadores rebajar salarios de hambre. 

· Nuestra fracción considera que todas las y los trabajadores del sector público y el sector privado deberían tener garantizado un aumento salarial automático que sea superior a la inflación y que la negociación salarial debería concentrarse en mejoras que superen que esta garantía inquebrantable. Sin embargo, mientras logramos la fuerza social para impulsar estos cambios, resulta insostenible que “los de arriba” reciban tales beneficios cuando le exige al resto del pueblo “socarse la faja”. Por el contrario, los cambios empiezan por casa. Por eso, y en vista de que las reformas a la ley y las acciones en la Sala IV tienen un futuro incierto y podrían no aprobarse nunca, nuestra fracción ya envió la solicitud respectiva a la administración de la Asamblea Legislativa para que el aumento salarial automático del primer semestre de 2012 no se aplique al diputado del Frente Amplio. 
· Plan Fiscal: se abre tregua de una semana para negociación. Ante la frustración generalizada por sesiones interminables mañana, tarde y noche donde ni avanza el Plan Fiscal ni existe la más mínima oportunidad para un debate legislativo serio, el Gobierno aceptó la propuesta formulada por las fracciones que nos oponemos al proyecto para abrir una negociación de una semana en aras de ver si era posible arreglar los graves problemas que éste presenta. Para ello se acordó una “tregua” donde el Gobierno suspendía las maratónicas sesiones extraordinarias permitiendo ver otros proyectos de interés como la Ley Antitabaco y, a cambio, los libertarios se comprometían a retirar algunas de sus mociones en un número equivalente a las que se podrían conocer por sesión. El objetivo de esta tregua era abrir un espacio para discutir las propuestas de cada fracción a fin de corregir el proyecto.

· El Frente Amplio participó en las conversaciones de buena fe pero sin falsas expectativas. Presentamos una propuesta con metodología y cronograma para la negociación, con metas concretas para cada día. Además planteamos nuestras propuestas para eliminar las graves injusticias que presenta el proyecto: subir el impuesto de la renta a las grandes empresas en vez de golpear al pueblo con el IVA, aumentar los impuestos al capital financiero para pagar la deuda del Estado con la CCSS, eliminar el aumento automático del IVA a todos los bienes y servicios y en su lugar establecer tarifas diferenciadas más altas para bienes de lujo que solo consumen los más ricos, entre otras. No obstante, no aceptamos retirar ninguna de nuestras mociones hasta tanto el Gobierno no mostrara una voluntad real de querer corregir el proyecto. Algo que nunca ocurrió. 
· Al final, como era de esperarse, la tregua fracasó. El Gobierno nunca quiso abrir una oportunidad real de negociación. Tampoco demostró tener capacidad para ello. Por su parte, la cúpula del PAC declaró intocable el “pacto Solís-Chinchilla”. Aunque Hacienda se comprometió a dar una respuesta el jueves 23 de febrero sobre las distintas propuestas presentadas, esta nunca llegó. La oposición no perdió mayor cosa, pues las mociones retiradas igualmente se habrían votado sin discusión en las sesiones suspendidas. Pero el país sí perdió una valiosa oportunidad para consensuar una reforma fiscal verdaderamente justa y progresiva.    

· Aprobada Ley Antitabaco.  Finalmente el Plenario Legislativo aprobó en primer debate la Ley para el Control del Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud (17.371) El proyecto buscar cumplir con las obligaciones que Costa Rica asumió al ratificar el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud, para fortalecer la protección de la salud pública regulando de forma más rigurosa y restrictiva la oferta y el consumo del tabaco y sus derivados. Para ello se prohíbe todo tipo de publicidad de los cigarrillos (el compañero José Merino había presentado un proyecto con este objetivo desde el año 1998), se aumentan los impuestos a los cigarrillos (400 colones más por cajetilla) y se declaran 100% libres de humo todos los centros de trabajo y todos aquellos espacios cerrados de acceso público (bares, restaurantes, centros nocturnos etc.) entre otras medidas dirigidas a proteger la salud con prioridad a los intereses comerciales. Es importante destacar que los recursos que genere el nuevo impuesto se destinarán en su mayor parte a financiar a la CCSS, institución que en 2010 gastó 58 mil millones de colones atendiendo enfermedades relacionadas con el tabaquismo. 

· La aprobación de esta ley se logró a pesar de las fuertes presiones de las trasnacionales tabacaleras, que hasta el último momento ejercieron su influencia para impedirlo y ahora intentan traerse abajo el proyecto de ley en la Sala IV. Durante la discusión en el Plenario se logró frenar un intento que impulsaron para retrasar la aplicación del impuesto a los cigarrillos. Además se aprobó otra moción para reestablecer la prohibición de fumar en paradas de buses por ser espacios destinados al uso público (en comisión el lobby tabacalero había logrado eliminarla). Previamente, el Frente Amplio había logrado también la aprobación de una importante moción para obligar a los importadores de cigarrillos a realizar estudios e informar periódicamente sobre las sustancias químicas que contienen sus productos bajo penas de fuertes sanciones y decomiso de los productos.
· Las causas de la crisis de la CCSS: autoridades “títeres” que sirven a los intereses del Gobierno y no de la Institución. En una sesión cuyas actas debería leer quién quiera entender por qué la CCSS está como está, compareció a la comisión investigadora el actual gerente financiero de la institución, Iván Guardia. Entre múltiples cuestionamientos por sus actuaciones, el funcionario reconoció que él y otros jerarcas conocían de las amenazas que se cernían sobre la institución pero no hicieron nada porque eran “decisiones políticas”. Quedó claro, además, por qué y como la ausencia de autonomía frente al Poder Ejecutivo está matando a la CCSS. El gerente financiero sabe de la deuda millonaria del Estado por el traspaso de los programas del Ministerio de Salud, pero no pudo explicar por qué no ha hecho nada para cobrársela al Gobierno. Reconoció que sabe que la ley dice que el Ejecutivo debe pagar a la CCSS en efectivo, pero no supo responder por qué no se han opuesto a los convenios leoninos donde el Gobierno paga a la CCSS con papeles inservibles. El “gerente” nunca pudo explicar por qué salió a la prensa diciendo que los bonos del Estado eran una maravilla y dos meses después corrió a negociar un préstamo donde la CCSS pierde plata porque no pudo vender dichos bonos. Quedó claro que la CCSS está tan mal porque gerencias, presidencias ejecutivas y juntas directivas se comportan como títeres al servicio del Gobierno de turno y no defienden los seguros sociales ni los intereses de las y los asegurados.     
· En Ley de Tránsito: quieren dejar por la libre el tránsito de vehículos por nuestras playas.  En el proyecto de nueva Ley de Tránsito (18.032) se aprobaron peligrosas mociones que pretenden ampliar las posibilidades de que vehículos automotores circulen impunemente por nuestras playas, agravando los problemas ambientales y poniendo en peligro  el disfrute de la zona pública por parte del pueblo costarricense. Aprobaron una moción que autoriza el tránsito de automóviles por las playas cada vez que el Director General de Tránsito del MOPT así lo autorice, sin exigir ningún otro requisito. Además otra moción pretendía autorizar la circulación de vehículos cada vez que se necesite para realizar “actividades laborales”, sin delimitar cuales. 
· El Frente Amplio presentó mociones para evitar este daño al patrimonio nacional. Logramos la aprobación de una moción para aclarar que el permiso de circulación se refiere a actividades laborales debidamente autorizadas que sean compatibles con los fines de uso de la zona pública. Sin embargo, se rechazó nuestra propuesta para limitar los permisos que otorgaría el MOPT únicamente a casos de emergencia por falta de caminos donde no haya vías alternas para las comunidades (como está en la ley vigente). Esto significa que el Gobierno tendría un cheque en blanco para llenar nuestras playas de carros, una forma más de privatizarlas. Por eso, nuestra fracción insistirá en el Plenario con las mociones rechazadas comisión. 

· Urge una ciclovía para la ciudad de San José. En la discusión de la nueva Ley de Tránsito el Frente Amplio también ha venido luchando para que se respete y se promueva el uso de medios alternativos de transporte como la bicicleta, en aras de mejorar la calidad de vida de la población y reducir la contaminación ambiental. Logramos la aprobación de una moción para que se sancione con multa a los vehículos que obstruyen las ciclovías. Además, presentamos otra propuesta para que se establezca la obligación del Estado de incluir ciclovías en todo proyecto de ampliación o construcción de nuevas vías. 
· Con este objetivo, también estamos proponiendo que la ley obligue al MOPT a desarrollar, en un plazo máximo de 2 años, el proyecto para construir una ciclovía en la ciudad de San José, que comunique la UCR con la Sabana. Este proyecto fue formulado por el Colectivo de Ciclistas Urbanos y es totalmente viable. Sin embargo, no se ejecuta por falta de voluntad política del Gobierno. Aunque estas mociones fueron rechazadas en la comisión, nuestra fracción insistirá con esta propuesta en el Plenario.          
· Comisión de Ambiente ratifica que el uso del cianuro está prohibido y el intento de reabrir la mina Bellavista de Miramar es ilegal. Este órgano legislativo aprobó una propuesta presentada por el Frente Amplio, con el objetivo de reiterar la finalidad perseguida por la Asamblea Legislativa al aprobar en 2010 la Ley 8904 -impulsada por nuestra fracción- para prohibir la minería metálica a cielo abierto en Costa Rica. Se reiteró con total claridad que el uso del cianuro en cualquier tipo de actividad minera quedó prohibido en nuestro país a partir de la aprobación de esta ley. Por lo tanto, no cabe duda alguna de que el intento de una trasnacional minera canadiense para que SETENA le autorice la construcción de una nueva planta de procesamiento o “beneficio” de oro utilizando cianuro, como parte del plan para reabrir la mina Bellavista, es totalmente contrario a la ley. Ante esta realidad, la Comisión de Ambiente instó al Poder Ejecutivo a cumplir la ley y rechazar de una vez por todas los recursos presentados por la empresa minera para que le permitan construir este proyecto, tal y como han solicitado organizaciones ambientalistas y comunidades locales.
· Ley del INDER: Sala IV nos da la razón sobre afectación a bienes públicos y al patrimonio nacional. La Sala Constitucional resolvió la consulta formulada por el Frente Amplio junto a diputados del PAC sobre el proyecto de ley para transformar el IDA en el Instituto de Desarrollo Rural. La resolución concluyó que varios artículos del proyecto son inconstitucionales por desproteger y poner en peligro bienes de dominio público y tierras que forman parte del Patrimonio Natural del Estado, al permitir su titulación por particulares. De especial importancia es lo resuelto por la Sala sobre la inconstitucionalidad del artículo 85 inciso e) del proyecto. Nuestra fracción había denunciado que esta norma buscaba convalidar actos ilegales cometidos en el pasado con tierras del IDA, lesionando el patrimonio nacional. La Sala nos dio la razón y ahora tendrán que eliminarse estos artículos para que el proyecto tenga viabilidad política. De esta forma, logramos frenar un intento más por legalizar graves actos de corrupción y la piñata de los últimos gobiernos con las tierras del IDA.      
· Respaldo a la lucha del pueblo indígena Térraba. El Frente Amplio apoyó de forma cercana la lucha emprendida por el pueblo indígena Térraba en defensa de su derecho a una educación que respete y promueva su cultura. Dirigentes comunales y padres de familia de esta comunidad tomaron el colegio para protestar por el incumplimiento del Gobierno de la normativa que exige nombrar maestros que dominen las lenguas indígenas y dar prioridad a profesionales indígenas en la asignación de los cargos. En el caso de Térraba estas violaciones son particularmente graves, pues se trata de una comunidad que sufre la apropiación y el despojo de la mayor parte de su territorio por finqueros no indígenas, ante la inacción y la indiferencia del Gobierno. Nuestra fracción realizó varias gestiones ante el Ministerio de Seguridad para evitar desalojos violentos. También conversamos con autoridades del Ministerio de Educación, en aras de lograr una solución justa al conflicto. Al final el Gobierno aceptó las principales demandas de la comunidad y la toma del colegio se levantó, sin embargo debemos mantenernos vigilantes para garantizar que se cumplan los compromisos. 
· Sigue la lucha por los Territorios Costeros Comunitarios. Junto el Frente de Comunidades Costeras organizamos un concurrido foro en la Asamblea Legislativa para reactivar la lucha por la aprobación del proyecto de ley para defender los derechos de los pueblos costeros en armonía con la protección del ambiente (18.148). El foro contó con la participación de representantes de comunidades costeras de todas las regiones del país, pequeños empresarios turísticos y diputados de varias fracciones legislativas. Todas y todos reiteramos al Gobierno la solicitud para que convoque el proyecto a sesiones extraordinarias. Todas las fracciones legislativas se comprometieron a apoyar la iniciativa. Ya veremos…   
· Giras y visitas a comunidades. Los días 17 y 18 de febrero estuvimos de gira por la provincia de Guanacaste. En Abangares nos reunimos con integrantes y dirigentes de las dos cooperativas de mineros artesanales que existen en el cantón (Coopeoro y Coopebonanza), a fin de analizar los avances en el cumplimiento de la ley recientemente aprobada para atender la problemática de este sector. Las cooperativas denunciaron que el Gobierno no cumple la ley y ni siquiera la ha reglamentado. No ha establecido la reserva a favor de las cooperativas locales, no ha cancelado las concesiones irregulares y, más bien, sigue tramitando concesiones ilegales a favor de empresas extranjeras como las trasnacional Ascott Minning. Ante esta situación, nuestra fracción le exigió cuentas al Ministerio de Ambiente sobre estas denuncias y en los próximos días estaremos llamando al ministro René Castro a comparecer a la Asamblea para que explique las acciones que va a tomar en el corto plazo para acabar con tanta negligencia en el cumplimiento de la ley.     
· En Nicoya participamos en las fiestas cívicas de Pozo de Agua, donde recibimos denuncias de dirigentes comunales sobre la excesiva reglamentación impuesta por el Gobierno, que amenaza con asfixiar los festejos populares de las comunidades más pequeñas, a pesar de que en muchos pueblos son la única fuente de ingresos para obras comunales ante la inacción del Estado. El Frente Amplio se comprometió a trabajar, junto a la comunidad, una reforma legal que establezca un trato diferenciado que favorezca la realización de este tipo de fiestas cívicas. También  participamos en un encuentro con dirigentes del Frente Amplio de la provincia de Guanacaste a fin de coordinar acciones y definir prioridades para fortalecer la organización de nuestro partido y su articulación con las luchas del pueblo guanacasteco. 
· El jueves de 23 de febrero participamos en un conversatorio organizado por el Comité Patriótico de San Rafael de Heredia sobre los puntos críticos de la agenda nacional y las luchas más importantes de nuestro pueblo para el presente. En una concurrida reunión conversamos sobre la crisis de la CCSS, el plan fiscal, la agenda ambiental, el panorama político del país, la problemática de los gobiernos locales y muchos otros temas de actualidad.
· El Frente Amplio ha seguido respaldando a la lucha de las y los vecinos de El Carmen de Goicoechea por la construcción de las instalaciones del colegio público de esta comunidad. Con este fin se realizó una audiencia en el Ministerio de Educación, donde los funcionarios encargados se comprometieron a darle prioridad al colegio en el presupuesto para infraestructura del presente año. Le daremos seguimiento muy cercano a estos compromisos.                

Saludos cordiales,
José María Villalta       
